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Los problemas de orden 
político, económico y social: 
sus efectos en el deterioro 
de los valores democráticos 
en México
Aldo Muñoz Armenta 

Rosalinda Castro Maravilla

Introducción

El propósito de este trabajo es examinar cuáles han sido los factores políti-
cos y sociales que han afectado el desempeño institucional de la democra-
cia en México entre 2010 y 2022, de acuerdo con el Índice de Desarrollo 
Democrático de México (IDD-Méx). Esta información la han confirmado 
reportes recientes de los principales indicadores internacionales que clasi-
fican los niveles de democratización a nivel global. Freedom House (2022) 
señala que nuestro país es una democracia electoral, pero con déficits en 
el Estado de derecho que limitan el pleno disfrute ciudadano de los dere-
chos políticos y las libertades civiles. The Economist Intelligence Unit no 
reconoce a México como una democracia plena, ni siquiera como demo-
cracia defectuosa, sino como un régimen híbrido en el cual hay elementos 
democráticos que conviven con elementos autoritarios. El Latinobaró-
metro (2023 y 2024) ubica a México dentro de los países con democra-
cias débiles o en retroceso, en tanto que los reportes El Estado Global de la 
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Democracia del Instituto Internacional para la Democracia y la Asistencia 
Electoral (International IDEA, por sus siglas en inglés) (2023) y del Índice 
de Desarrollo Democrático de América Latina (IDD-Lat) (2016) hablan de 
retroceso democrático.

Se puede afirmar que los resultados que ofrecen los diferentes índices en-
listados son producto de la forma en que se hace la medición. De inicio, 
como ocurre con las posturas teóricas sobre la democracia, estas medi-
ciones no toman en cuenta los aspectos socioeconómicos de la población. 
Asimismo, se puede considerar que los índices asumen que los problemas 
políticos que afectan el desempeño de la democracia en México tienen los 
mismos alcances y consecuencias en todo el territorio, es decir, no se re-
visa si los factores que entorpecen el desempeño democrático afectan por 
igual o de forma diferente los distintos territorios del ámbito subnacional. 

El IDD-Méx, que empezó a realizar mediciones sobre el desempeño de la 
democracia en nuestro país desde 2010 (y hasta 2024), se propuso subsa-
nar los problemas de agregación de los indicadores que miden el desempe-
ño de la democracia a nivel global. Para tal efecto, dividió en dos grandes 
dimensiones el alcance efectivo de la democracia, de forma que en su me-
todología hay democracia política (la de las instituciones y la de la ciudada-
nía en general) y democracia social (dividida en democracia económica y 
democracia social). Con estas escalas el IDD-Méx hizo notar que existen 
diferencias significativas en los alcances de la democracia entre las distin-
tas entidades del país y exhibió que hay estados donde las ciudadanas y 
los ciudadanos no pueden hacer valer sus derechos políticos, económicos 
ni sociales. 

En suma, este indicador mostró que México no es una democracia “na-
cional”, ya que existen diferencias importantes entre el promedio de de-
mocratización que se asigna al conjunto del territorio y lo que ocurre a 
nivel subnacional. Es decir, nuestro país es una democracia con zonas 
“marrones”, en palabras de O’Donnell (1993), las cuales se caracterizan 
por ser regiones donde hay un bajo grado de presencia estatal-nacional, 
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lo cual implica, entre otras cosas, la actuación de burocracias ineficaces y 
la presencia de una legalidad muy poco efectiva. A estos territorios tam-
bién se les puede denominar “autoritarismos subnacionales”, en los térmi-
nos de Gibson (2006), y son un enclave donde las élites políticas locales 
desarrollan ciertas estrategias para mantenerse en el poder con sus pro-
pias reglas.

En este sentido, este trabajo comparte la premisa hipotética del IDD-Méx 
con respecto a que el deterioro de la democracia en México, no sólo es el 
resultado de los diversos problemas que han afectado los procesos polí-
ticos —dentro de los que destacan las dificultades para el correcto desa-
rrollo de las elecciones en el ámbito local o las muchas limitaciones para 
la libre participación de las y los electores, los partidos políticos y las can-
didaturas, ya sea por problemáticas de seguridad o discriminación, entre 
otras afectaciones—, sino también a causa de que en distintos territorios 
del país la población no puede hacer valer sus derechos políticos y so-
ciales, ni tampoco su estatus jurídico relativo al ejercicio pleno de la ciu-
dadanía. En estos términos, el presente trabajo es un estudio de caso en 
el que —después de presentarse los resultados que los diferentes índices 
que miden la democracia a nivel global arrojan sobre México entre 2022 
y 2023— se analiza, con información del IDD-Méx, de forma diacróni-
ca y comparada, lo ocurrido a lo largo de doce años de vida democrática 
(2010-2022). 

Las variables de la comparación son las dimensiones que el IDD-Méx 
(2010-2024) determina para hacer su análisis: 1) democracia de las institu-
ciones, 2) democracia de los ciudadanos, 3) democracia social y 4) demo-
cracia económica. En la medida en que los índices son un reflejo del debate 
teórico sobre cuál debe ser el contenido de la democracia, este trabajo 
hace un breve repaso de las posturas de los autores clásicos y contempo-
ráneos en torno al significado normativo-prescriptivo de la democracia. 

Este capítulo se divide en tres apartados. En el primero se hace un breve re-
cuento sobre el debate teórico del contenido normativo de la democracia. 
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En términos generales, se repasa a los principales autores que defienden la 
postura minimalista de la democracia, tales como Josep Schumpetter, Gio-
vanni Sartori o Adam Przeworski, quienes sostienen que lo más relevan-
te de un régimen democrático es la organización de elecciones para que 
la ciudadanía pueda elegir libremente al partido o gobernante de su pre-
ferencia. También se revisa a los teóricos que consideran que el desarrollo 
óptimo de la democracia supone generar condiciones sociales y económi-
cas que favorezcan la igualdad de las personas. En este segmento desta-
can Robert Dahl, Seymour Martin Lipset y Charles Tilly. Se seleccionaron 
estos autores en virtud de que son quienes iniciaron el debate sobre cuál 
debe ser la sustancia de los gobiernos democráticos contemporáneos.

En el segundo apartado, se revisa cuáles son los principales criterios que 
utilizan los índices seleccionados que se dedican a medir el desempeño 
de la democracia en el mundo: Freedom House, Economist Intellingence 
Unit, Latinobarómetro, International IDEA, así como el IDD-Lat. El factor 
clave de este punto es revisar qué tanto se pueden desagregar los elemen-
tos de cada índice y qué tanto consideran los factores de orden político, 
social y económico para realizar sus mediciones. 

En el tercer y último apartado, se presenta un análisis de los resultados del 
IDD-Méx. En términos generales, se revisan los reportes de este indicador 
de 2010 a 2022 para conocer cuáles son los principales factores que han 
generado el deterioro de la democracia en México durante estos años y 
cuáles entidades federativas han sido las más afectadas.

Breve repaso del debate teórico sobre 
la esencia de la democracia

Existen fundamentalmente dos ejes de discusión sobre lo que se espera 
de la democracia: 1) si es un gobierno que favorece la competencia elec-
toral, está obligado a responder a las preferencias ciudadanas; 2) si se tra-
ta de un régimen que requiere ciertas condiciones para sostenerse, será 
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necesario un tipo de cultura política o bien cierto tipo de particularidades 
de igualdad económica y jurídica para la ciudadanía.

En términos generales, los principales exponentes de la postura procedi-
mentalista son Joseph Schumpeter y Giovani Sartori. Para el primero de 
estos teóricos, el método democrático es el instrumento institucional por el 
cual se llega a la toma de decisiones políticas, en virtud de que con éste 
cada individuo tiene el poder de decidir mediante una competencia, cuyo 
objeto es el voto popular (Schumpeter, 1994). Para el segundo autor, es un 
“sistema ético-político en el que la influencia de la mayoría, y está confia-
da al poder de las minorías concurrentes que la aseguran, precisamente 
mediante el mecanismo electoral” (Sartori, 1988). Por lo cual, de manera 
concluyente, las principales características de esta óptica constan de 1) 
sufragio universal, masculino y femenino; 2) elecciones correctas, libres, 
competitivas y periódicas; 3) que la competencia por el poder incluya más 
de un partido; 4) fuentes de información distintas y alternativas.

Bajo este foco, la democracia procedimental es considerada como una for-
ma y no como una sustancia; es decir, la democracia será un contenedor 
en el cual no se verá el funcionamiento interno, ya que puede ser variado. 
Con esto, la democracia es un régimen político con un conjunto de normas 
y procedimientos que resultan de un acuerdo-compromiso para la reso- 
lución pacífica de los conflictos entre los actores sociales políticamente 
relevantes y los actores institucionales presentes en el escenario político. 
Cabe aclarar que, aunque los acuerdos son cimientos de la democracia, és-
tos pueden cambiar con base en las necesidades de las partes que confor-
man el sistema.

Ahora bien, con respecto al papel de la ciudadanía en la democracia, de 
acuerdo con Schumpeter (citado en Held, 2007), ésta tiene la función  
de elegir libremente a un gobierno que la represente. Así, la esencia de la 
democracia, agrega el autor, consiste en la alternancia que las ciudada-
nas y los ciudadanos provocan para que las y los líderes políticos no sean 
inamovibles. Por ello, en gran medida, la democracia permite tomar en 
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cuenta los deseos de la gente corriente, pero al mismo tiempo pone la di-
rección en las manos de gente calificada y experimentada. En suma, para 
Schumpeter, la democracia no es como la concebían los antiguos, “el go-
bierno del pueblo”, sino que es el gobierno de las y los líderes electos por 
el pueblo.

Además, Schumpeter (1994) no confía en la racionalidad del electorado, 
pues afirma que “el votante es susceptible a la publicidad”, por lo que sus 
decisiones están fuertemente influenciadas por trucos placenteros del 
mercado de la competencia electoral. Pese a ello, la tarea fundamental 
del pueblo “es ser productor de gobiernos” (Held, 2007). Ahí termina la 
intervención política de las ciudadanas y los ciudadanos, dice Schumpe-
ter, pues considera que una vez que eligen a la o el representante no de-
ben desconfiar de la capacidad de éste, por lo que deben dejarle actuar 
libremente, como mejor le parezca, aunque contradiga a las y los votan-
tes3 (Held, 2007).

En la misma línea, Weber (2002) aceptaba que el “imperio de la ley” pue-
de ser uno de los rasgos distintivos de la democracia, pero es más impor-
tante el soporte de quienes gobiernan a través del voto. Asimismo, Weber 
señalaba que la democracia debe caracterizarse por ser una “dictadura 
electa” en la que deben destacar tres aspectos: “a) el modo de estableci-
miento de líderes políticos cualificados; b) la poca confiabilidad de otras 
vías para la participación política; y c) las elecciones como única vía para 
eliminar la ineficiencia” (Held, 2007).

El pilar institucionalista de la organización de la competencia lo planteó 
Weber (citado en Held, 2007) en los siguientes términos: “los partidos se 

3	 Schumpeter sugiere cinco condiciones para que la democracia funcione: la primera consiste en 
políticos con gran capacidad; la segunda, en que la competencia entre líderes políticos y/o par-
tidos debe tener en cuenta las políticas que requiera la nación, lo que considere el Parlamento 
necesario y los asuntos constitucionales en general; la tercera, en que debe existir una buena bu-
rocracia con prestigio y tradición para la formulación y administración de políticas; la cuarta, en 
que debe haber autocontrol democrático entre partidos políticos y votantes: que cada quien se 
limite a su papel; y la quinta, en que debe existir una cultura de tolerancia con respecto a las dis-
tintas opiniones (Held, 2007).
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encargan de la organización de representantes, que son empresas de inte-
resados”. De esta forma, dice Weber, la extensión del sufragio supone una 
proliferación de estas organizaciones, cuyos intereses están la mayor par-
te del tiempo fragmentados; su principal función es obtener predominio 
en asuntos públicos; pueden esforzarse en obtener influencias, votos y re-
cursos para lograr sus fines, pero si esta estructura no se organiza, no se 
consolidará. La ideología o los principios son importantes, pero sobre todo 
son medios para ganar elecciones.

En esta línea argumentativa, Weber (2002) dudaba de la democracia direc-
ta, ya que, según señalaba, esta requiere, por un lado, igualdad relativa de 
las y los participantes y, por otro lado, diferencia económica y social míni-
ma; la democracia directa se reduce entonces, para la antigüedad, a la do-
minación al mínimo posible. La participación de la población no es mayor, 
debido a la enajenación de los medios de administración, lo que implica 
un círculo vicioso de participación política limitada o inexistente y esto 
divide a la población en personas políticamente activas y políticamente 
pasivas. Sin embargo, esta división no es un simple estado de pasividad o 
emocionalidad y tampoco es producto de un orden natural, sino probable-
mente de la falta de oportunidades para que todos participen (Held, 2007).

Adam Przeworski (1997; 2010) considera que la democracia sólo es com-
petencia por el poder, en sus palabras: “un sistema donde algunos parti-
dos pierden las elecciones”, lo cual coincide con Schmtitter (1993) cuando 
menciona que la democracia es “un conjunto de modelos que determinan el 
acceso a los cargos públicos”, y esto, de acuerdo con Lipset (2016), propor-
ciona a la ciudadanía medios para cambiar a sus gobernantes, por lo que 
una característica esencial de la democracia consiste en la alternancia y 
en establecer instituciones que regulen este proceso. 

Otro de los dilemas más tratados y discutidos en torno al propósito de la 
democracia es si el gobierno debe ser garante de las libertades o si debe 
promover una política de igualdad económica. Al respecto, Przeworski 
(1997) señala que el propósito de la democracia es minimalista porque fun-
damentalmente se trata de reglas; sin embargo, O’Donnell (2003) afirma 
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que la democracia necesita también de ciertas condiciones económicas 
de igualdad. Dahl (1997), por su parte, dice que una democracia necesi-
ta de una mayor y mejor educación, así como una economía que favorez-
ca la igualdad, porque, de lo contrario el resultado de las elecciones puede 
alterarse.

Schumpeter (1994), Weber (2002) y Mill (2006) aseguran, por otro lado, 
que no es una condición obligada que los gobiernos democráticos se de- 
senvuelvan en condiciones económicas que propicien la igualdad. Estos 
autores dan por sentado que eso no es posible y sostienen que el voto debe 
ser limitado a las personas que gozan de una buena condición económica 
y que cuentan con una buena educación. 

Przeworski (2010) también considera que la situación de desigualdad 
es funcional y, por tanto, necesaria, ya que “igualdad y efectividad son  
incompatibles”, es decir, si toda la ciudadanía tuviera el mismo estatus 
económico y social, no habría competencia ni alternativas; en cambio, la 
combinación entre desigualdad y efectividad es muy compatible, porque 
así se constituye la pluralidad de opciones y la posibilidad de muchos ciu-
dadanos y ciudadanas de elegir la alternativa que consideran más apropia-
da para mantener o mejorar su situación económica. 

Przeworski (1997) señala que la democracia ya está caracterizada plena-
mente por Schumpeter, o sea, que se trata de un sistema en el que los go-
bernantes son seleccionados mediante elecciones competitivas. También 
suscribe la visión de Karl Popper (1995), quien concibe a la democracia 
como el único sistema mediante el cual la ciudadanía puede deshacerse de 
un gobierno sin que se llegue a un derramamiento de sangre. En este sen-
tido, Przeworski (2010) se pregunta si es racional en términos prácticos y 
políticos esperar que la democracia responda a tres condiciones: a) máxi-
mo de bienestar, independientemente de las preferencias individuales;  
b) existir sólo como una función de las preferencias individuales, cuales 
quiera que éstas sean, o c) no existir en lo absoluto, ya sea debido a las pre-
ferencias de clase o a otras divisiones irreconciliables de la sociedad.
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Sin embargo, Przeworski (2010) sostiene que, antes de establecer premi-
sas, conviene preguntarse cómo lograr el consenso en la democracia si 
cada individuo tiene intereses personales; la multiplicidad de éstos es tan-
ta que los individuos no saben qué es lo que en verdad quieren y por ello 
los partidos tratan de encontrar un punto en común. No obstante, las elec-
toras y los electores pueden pensar en fijarse un objetivo común, pero se 
desconoce si la meta que quieran alcanzar es lo más beneficiosa para ellos. 
Así, debido a que los partidos responden a las demandas de la población, se 
corre el riesgo de que las decisiones del pueblo no sean las más adecuadas, a 
pesar de que en muchas ocasiones se le haya descrito como el soberano en 
una democracia. En estos términos, Przeworski (1997) plantea que sólo un 
“buen” gobierno se atreverá a conducir a un país por el buen camino (lo 
que sea que eso signifique) aunque pierda las siguientes elecciones.

Por otro lado, Przeworski et al. (1999) señalan que la democracia es un sis-
tema que hace cumplir la rendición de cuentas, debido a que es un régi-
men en el que las reglas son seleccionadas mediante las elecciones y en el 
que este mecanismo de cumplimiento se realiza a través de ellas. Al mis-
mo tiempo, el autor clasifica a los regímenes democráticos de acuerdo con 
criterios como la elección del Ejecutivo: directa o indirectamente; la elec-
ción del Parlamento: si más de un partido compite en las elecciones, y to-
mando en cuenta si los partidos principales en alguno momento tienen 
que ceder sus oficinas en el palacio de gobierno. 

Las elecciones son importantes por diversos motivos, dice Przeworski 
(1997): “primero porque las elecciones permiten la perspectiva de alter-
nancia en el poder; segundo, por la participación en las elecciones, la cual 
consiste en la capacidad de influencia de los individuos”. Esto no se refie-
re a que sólo el voto de cierto individuo decide todo, pero el acto de parti-
cipar de varios individuos puede modificar el resultado. Por ello, se puede 
decir que la democracia es una implementación del autogobierno y que las 
elecciones son las instituciones fundamentales del mismo. 

Así, la representación originalmente implica responsabilidad, como lo 
mencionan Schmitter y Karl (1991), quienes señalan que la democracia 
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política moderna es un sistema de gobierno en el que las y los gobernantes 
están obligados a rendir cuentas a la ciudadanía por sus acciones en el te-
rreno público, en el que las y los electores votan por el que consideran es el 
mejor partido que los puede representar, y en el que éste a su vez formula 
sus propuestas de acuerdo con el electorado que lo apoya; a esto se le co-
noce como “equilibrio electoral”. 

Una vez obtenida la victoria, dicen Przeworski et al. (1999), ésta se re-
frendará en el siguiente proceso electoral por medio del mecanismo de 
accountability, pero, de no cumplir con las expectativas, el partido go-
bernante perderá el poder; no obstante, es importante reconocer que el  
gobierno no puede representar a toda la población al mismo tiempo, por 
lo que deberá pagar costes de agentividad para obtener eficacia. Bajo esta 
lógica, la alternancia permite seguir reglas que permitan que esto funcio-
ne como un incentivo para ganar las siguientes elecciones. 

Así, el “equilibrio democrático” significa que la reciente parte ganadora 
siempre está dispuesta a jugar si la reciente parte perdedora acepta las 
reglas y que el grupo perdedor acepta las reglas esperando que el grupo 
ganador siga jugando. En este sentido, “el voto genera ganadores y perde-
dores y autoriza a los ganadores a imponer su voluntad, aunque sea con lí-
mites a los perdedores. Esto es gobernar”, sostiene Przeworski (1997).

El autor no comparte la visión del politólogo Lipset (2016) que expone que 
entre más próspero sea un país mayor es la posibilidad de que la democra-
cia se sostenga, que la democracia sobrevive si no hay partido que ocupe 
más de dos tercios de los curules y que existe alternancia en promedio de 
tres a cuatro años. Para Przeworski (1995; 1997; 2010), la democracia so-
brevive cuando les permiten a las fuerzas en conflicto hacer valer sus in-
tereses dentro de un marco constitucional. De esta manera, la democracia 
no sólo se debe definir por las elecciones y la alternancia, ya que se cuen-
tan con más elementos que favorecen sus alcances temporales.

Por su parte, Dahl (1997) separa en dos grupos a los sistemas de gobierno 
democráticos: el primero se refiere al orden social hegemónico, que utiliza 
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elementos de coacción violentos o pacíficos para el control de la sociedad; 
el segundo es un orden social pluralista, en el que puede ocurrir lo contra-
rio y el diálogo es más abierto. Sin embargo, para que esto ocurra es nece-
sario disminuir las diferencias extremas de estatus, clase y raza para poder 
homologar un nivel aceptable de reconocimiento mutuo que permita el 
diálogo.

En estos términos, se puede afirmar que son dos condiciones las que favo-
recen la democracia. Primera, la economía es un factor clave en la estabi-
lidad y preferencia de la democracia como forma de gobierno. Y, segunda, 
es necesaria una calidad de la ciudadanía. Para el primer punto, Dahl 
(1997) y Almond y Verba (1963) proponen una serie de valores que son ne-
cesarios para este tipo de gobierno: Dahl (1997) piensa en la efectividad, 
la legitimidad, la confianza recíproca y la posibilidad de cooperación en-
tre los grupos de poder, con la posibilidad de seguir compitiendo; Almond 
y Verba (1963) consideran importante la participación, la actividad políti-
ca “ciudadana” respetuosa con la autoridad, el compromiso civil modera-
do, la ausencia de disensos profundos, la confianza en el ambiente social y 
contar con un sentido de independencia.

Tilly (2010) se propuso conciliar al bando de los procedimentalistas con 
el de los sustancialistas al plantear que la democracia y la democratiza-
ción dependen de alguna combinación de 1) la igualación material entre  
categorías y 2) la protección de la política pública de la desigualdad  
de categorías. Las propuestas pueden ser: la disolución de controles es-
tatales que sustenten las relaciones actuales entre categorías sociales, la 
igualación de ventajas entre categorías del conjunto de la población,  
la reducción de las fuerzas armadas, la adopción de mecanismos pro-
cedimentales que separen la adopción de la política pública de la des-
igualdad de categoría, la formación de asociaciones y coaliciones 
políticamente activas en la transversalidad respecto a la desigualdad de 
categoría y las demandas alcistas de participación política que corten 
transversalmente las categorías sociales.
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Por último, encontramos la tercera alteración esencial detrás de la demo-
cratización, la cual consiste en reducir los grupos de poder autónomos 
dentro del régimen que opera sobre un territorio, especialmente aquellos 
que disponen de sus propios medios de coerción concentrados. La impor-
tancia de estos hechos radica en que cualquier alteración recurrente, tan-
to dentro como fuera del Estado, produce cambios en las relaciones entre 
éste, la ciudadanía y las políticas públicas: si se da así, se promueve la de-
mocratización; si ocurre lo contrario, se promueve la desdemocratización. 

Los procesos que incluyen a los centros de poder autónomos requieren 
de la ampliación de la participación política, la igualación del acceso 
a los recursos políticos y oportunidades fuera del Estado, y la inhibi-
ción del poder coercitivo arbitrario o autónomo tanto dentro como fue-
ra del Estado. Dentro de estos procesos se deben generar mecanismos 
políticos favorables al consenso, como la formación de coaliciones entre 
clases gobernantes y actores políticos constituidos que anteriormente 
habían sido excluidos, y la cooptación central o la eliminación de previos 
intermediarios políticos autónomos.

Los límites de la democratización nacional 
y el autoritarismo subnacional

Además de la discusión acerca de cuáles deben ser los objetivos de la de-
mocracia, también están las posturas sobre el análisis de su dimensión 
territorial, es decir, si tiene un alcance nacional o si solamente existe en al-
gunos espacios geográficos del país. En este sentido, Gibson (2006) plan-
tea que es preciso analizar “la política nacional” de cualquier democracia 
en el mundo para que se pueda revelar “que la distribución territorial de 
las prácticas e instituciones de la democracia al interior del Estado-nación 
son desiguales”. Dicha desigualdad, plantea este autor, “puede ser sutil” 
(Gibson, 2006), esto es con mínimas diferencias de una jurisdicción a otra 
en asuntos como la transparencia, los procedimientos electorales o la apli-
cación de la ley. Pero también las diferencias pueden ser profundas donde 
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los gobiernos locales son completamente autoritarios y pueden privar a 
las y los habitantes de sus regiones de los derechos y las libertades de los 
que la población disfruta libremente en otros territorios.4

Cabe señalar que el autoritarismo subnacional en un país democrático es 
un fenómeno que ocurre en circunstancias en las que se ha dado un proce-
so de democratización de forma reciente. En este marco, las élites políticas 
locales desarrollan ciertas estrategias territoriales para mantenerse en el 
poder con sus propias reglas, lo cual va acompañado de “prerrequisitos so-
ciales, culturales y económicos” muy particulares (Gibson, 2006).  Paradó-
jicamente, las presiones por un cambio democrático subnacional también 
son resultado de las crisis sociales que producen dichos prerrequisitos lo-
cales. El cambio o la continuidad dependen de las estrategias que las y los 
líderes subnacionales establezcan en respuesta a las presiones.

De acuerdo con Gibson (2006), la respuesta de las élites autoritarias subna- 
cionales a los retos (u oportunidades) que genera la democratización  
nacional se relaciona con estrategias que maximizan los siguientes valo-
res: “control, autonomía y poder o influencia [es decir] control sobre ac- 
tores políticos en la provincia, autonomía de influencias nacionales, y  
poder sobre líderes políticos nacionales”. En este propósito destacan tres 
estrategias muy puntuales, interrelacionadas y que operan en diferentes 
niveles del sistema territorial nacional: a) la parroquialización del poder, b) 
la nacionalización de la influencia y c) la monopolización de los vínculos 
entre lo nacional y lo subnacional, entre otros aspectos constituyentes del 
Estado y de su componente democrático. 

Hernández (2018) hace notar que para el correcto funcionamiento del Es-
tado a nivel nacional es preciso que cuente con los siguientes atributos: a) 

4	 El punto de partida de este debate se da en función de que los estudios de democratización se  
enfocaron en analizar procesos políticos dejando al margen las líneas de conflicto no territoriales. 
Se privilegió la observación en otros clivajes, tales como las clases sociales, las fuerzas partidis-
tas, los movimientos sociales y los intereses económicos. Menos analizadas han sido las dimen-
siones geográficas del conflicto entre el centro y la periferia,  y entre los niveles de gobierno y los 
actores colectivos organizados regionalmente. 
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un complejo de burocracias que demuestren eficacia en sus responsabili-
dades para el bien común; b) un sistema legal con grados de efectividad 
que actúe conforme a las facultades y responsabilidades de un sistema  
jurídico-legal; c) un sustento de identidades colectivas con grados de cre-
dibilidad, ya que es un foco de identidad nacional para sus poblaciones, y 
d) un sistema de filtros con relación al territorio, a la población y al merca-
do que aminore el impacto de la globalización para proteger y beneficiar 
a sus poblaciones. En este sentido, es muy probable que en los enclaves 
autoritarios haya legislación para la protección de derechos fundamenta-
les y garantías individuales, pero en muchos casos esta institucionalidad 
carece de efectividad, se soslaya o se encuentra subordinada a los intere-
ses económicos de los grupos de interés político o está ligada a grupos 
delincuenciales.5

De acuerdo con O’Donnell (1993), son cinco las “deficiencias” respecto a 
las formas legales estatales: a) legislación con leyes discriminatorias a gru-
pos vulnerables, b) aplicación discrecional de la ley en beneficio de perso-
nas o grupos privilegiados, c) trato desdeñoso de instituciones estatales 
a la ciudadanía, d) acceso al Poder Judicial y un proceso justo plagado de 
complicaciones económicas y burocráticas, y e) deficiencias por la fla-
grante ilegalidad. 

Los territorios donde se presentan estos problemas O’Donnell (1993) los 
denominó “zonas marrones”, las cuales dan cuenta, dentro del territorio 

5	 O’Donnell (1993) identificó cuatro niveles de gobernanza territorial que interactúan en una red de 
instituciones estatales que garantizan que los alcances del gobierno nacional sean homogéneos. 
Un primer nivel interinstitucional es el actuar de la justicia, que exige no sólo la autoridad de la o 
el juez, sino también la acción de todos los elementos del sistema de justicia, en el que se ubican 
abogadas y abogados, policías, ministerios públicos, entre otros. El segundo refiere al control ho-
rizontal de las instituciones del Estado y de su funcionariado sobre la legalidad de sus acciones 
y omisiones. El siguiente nivel precisa que en todo el territorio el sistema legal se aplique sin que 
queden regiones o espacios fuera, lo cual depende de un buen presupuesto para oficinas y perso-
nal. Por último, el sistema legal no debe aplicarse en función de la estratificación social: juezas, 
jueces y dependencias judiciales no deben distinguir las condiciones particulares de los sujetos, 
premisa que depende del nivel de vigilancia “nacional” de estos procesos, como puede ser el caso 
de una judicatura.
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nacional, de importantes vacíos de orden jurídico y político, en la medida 
en que se trata de “variaciones” donde el trato que ofrece el sistema legal 
es diferente a diversas clases sociales, etnias, sectores económicos y dis-
tintos grupos sociales; más aún, los componentes de legalidad democráti-
ca se esfuman. Cabe decir que en estas zonas hay elecciones, gobernantes 
y legisladoras y legisladores nacionales y provinciales. Sin embargo, los 
intereses de buena parte de las personas legisladoras del partido en el go-
bierno y de algunas de la oposición se orientan a mantener el sistema de 
dominación privatizada y a canalizar hacia su grupo de poder la mayor 
cantidad posible de recursos públicos. Asimismo, la tendencia de sus vo-
tos es conservadora y oportunista, es decir, dependen del éxito del in-
tercambio de favores con el Ejecutivo provincial, así como con algunas 
burocracias estatales6 (O’Donnell, 1993). 

La cultura política y la democracia

Es importante señalar que la cultura política de una sociedad es un elemen-
to clave que puede favorecer o inhibir el desarrollo de la democracia. Esta 
perspectiva analítica se aparta de la postura meramente procedimental y 
comparte una parte del argumento sobre la importancia de las condiciones 
sociales de la ciudadanía en favor de la igualdad. De acuerdo con Gabriel Al-
mond y Sidney Verba (1963), la cultura política se define como “el conjunto de 
orientaciones psicológicas de los individuos hacia el sistema político”. En su 
obra clásica The Civic Culture: Political Attitudes and Democracy in Five Nations 
(1963) explican que estas orientaciones se manifiestan en tres dimensiones: 
1) cognitiva, que implica conocimiento y creencias sobre el sistema político, 

6	 Las zonas marrones se diferencian, dice O’Donnell (1993), de las denominadas zonas azules, que 
se caracterizan por un alto grado de presencia estatal, tanto en el aspecto funcional como en el 
territorial, lo cual implica un conjunto de burocracias razonablemente eficaces y la existencia de 
una legalidad efectiva. Además, en estos espacios subnacionales existe una aplicación universal 
de las normas, lo que incluye sanciones en contra de otras organizaciones estatales, incluidos los 
cuerpos de seguridad pública o el funcionariado responsable de la procuración de justicia, como 
ministerios públicos o personas juzgadoras. Los territorios que tienen una situación intermedia 
entre zonas marrones y zonas azules se denominan zonas verdes. En estos casos hay un alto gra-
do de penetración territorial, pero una presencia mucho menor en términos funcionales. 
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sus roles y actores; 2) afectiva, que supone sentimientos hacia el sistema 
político, sus instituciones y representantes, y 3) evaluativa, que involucra 
juicios y opiniones sobre el sistema político basados en valores, informa-
ción y emociones. Además, clasifican las culturas políticas en tres tipos 
ideales: parroquial, en la que la ciudadanía tiene poco o ningún conoci-
miento del sistema político; de súbdito, en la que las ciudadanas y los ciu-
dadanos conocen el sistema, pero participan pasivamente, y participativa,  
en la que las y los ciudadanos están informados y participan activamente en  
la vida política.

Almond y Verba (1963) encontraron que el factor clave de la cultura políti-
ca que favorece la democracia es la presencia de una “cultura cívica”, que 
suele ser una combinación equilibrada de los tres tipos de cultura política, 
de forma que la ciudadanía acepta las reglas (súbdita), se siente parte del 
sistema (parroquial) y participa activamente (participativa). Asimismo, la 
obra mencionada enlistó cuatro tipos de conducta individual y colectiva 
que favorecen el desarrollo de la democracia. 

Los factores que favorecen la democracia son 1) confianza interpersonal, 
entendida como confianza generalizada en otros miembros de la socie-
dad, en virtud de que esa postura crea un clima favorable para la coo-
peración política y social, esencial para la democracia; 2) sentimiento de 
eficacia política, de forma que la ciudadanía cree que sus acciones tienen 
un impacto en las decisiones políticas, lo cual fomenta la participación 
y la responsabilidad democrática; 3) tolerancia política, entendida como 
aceptación de la diversidad de opiniones y del disenso; 4) alto grado de 
participación informada que trascienda los procesos electorales, pues las 
evidencias muestran que, en las democracias consolidadas, no es suficien-
te que las y los ciudadanos voten, sino que se requiere una ciudadanía in-
formada y motivada para participar activamente en la vida pública.

Por el contrario, dicen Almond y Verba (1963) que los factores que inhiben 
la democracia son a) la presencia de una cultura política pasiva o autorita-
ria, la cual implica el predominio de actitudes de sumisión, apatía o desin-
terés; b) la baja confianza institucional, que ocurre cuando las ciudadanas 
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y los ciudadanos desconfían sistemáticamente del gobierno y las institu-
ciones, lo que termina por erosionar la legitimidad del sistema democrá-
tico; c) una población poco educada políticamente, lo que la convierte en 
una más vulnerable al autoritarismo, la manipulación y la desinformación; 
d) desigualdad social y económica, en la medida en que las brechas socia-
les generan exclusión y frustración, lo cual debilita la cohesión social y li-
mita la participación equitativa, y e) falta de pluralismo y tolerancia, que 
se refleja en una cultura política intolerante, cerrada al disenso y a la diver-
sidad ideológica.

Por su parte, Ronald Inglehart y Christian Welzel (2006), en su trabajo 
titulado Modernización. Cambio cultural y democracia: la secuencia del desa-
rrollo humano, tratan de darle seguimiento a la información de Almond 
y Verba y de actualizarla. Para tal efecto, estos autores realizaron una 
medición actualizada de los valores y las conductas que favorecen la 
democracia y encontraron que el crecimiento económico promueve va-
lores de “autoexpresión” tales como la autonomía, la tolerancia, la con-
fianza interpersonal y el activismo. Igualmente, pudieron constatar la 
importancia de valores “emancipativos” como la participación política, 
la igualdad de género y la tolerancia. Por otra parte, descubrieron que la 
riqueza por sí misma no genera condiciones democráticas, sino que 
debe combinarse con la educación. 

Algo novedoso en la obra de Inglehart y Welzel (2006) fue el hallazgo del 
peso de la cultura secular-racional y “postmaterialista” como factor clave 
de la consolidación democrática. Puntualmente, planteó como relevante el 
paso de las sociedades de valores tradicionales a unas de principios racio-
nales, sobre todo, el desarrollo de posturas posmaterialistas tales como el 
aprecio por el medioambiente, la libertad o un entorno cultural favorable 
a la autonomía, la crítica y el pluralismo como elementos necesarios para 
la democracia. Al contrario, las sociedades que priorizan la seguridad ma-
terial y el orden son menos proclives a acciones políticas que desafían el 
autoritarismo y favorecen la democracia. Asimismo, los altos niveles de 
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inseguridad física, económica o social, junto a la desigualdad, favorecen 
tendencias autoritarias, populistas o partidistas,  que minan la democracia. 

Otro autor importante que encontró una fuerte relación entre la cultura 
política y el desarrollo de la democracia fue Robert Putnam (1993), quien 
después de analizar el caso de Italia a principios de la década de los no-
venta encontró que las comunidades que cuentan con una densa red de 
asociaciones voluntarias (clubes, cooperativas, coros) generan confianza, 
reciprocidad y normas cívicas que son esenciales para el buen desempe-
ño democrático, en la medida en que la implicación activa de la ciudada-
nía fortalece la vigilancia de las instituciones, promueve la transparencia 
y fomenta una cultura de autonomía y responsabilidad pública. A este en-
tramado de redes y relaciones Putnam (1993) lo denominó “capital social”.

En su clásico trabajo Making Democracy Work, Putnam (1993) muestra ade-
más que la persistencia histórica de prácticas comunitarias genera un des-
empeño institucional sólido y favorece la continuidad de virtudes cívicas.  
Igualmente, plantea que con ello se potencia la confianza mutua entre 
quienes integran un determinado núcleo social, reduce los costos de tran-
sacción y permite la cooperación política necesaria para el desarrollo de 
sistemas democráticos sanos. En el caso contrario, los elementos que inhi-
ben o debilitan la democracia, según Putnam (1993), son el declive del ca-
pital social, que supone el auge de los estilos de vida aislados, impulsados 
regularmente por el alto consumo individual de televisión; la urbaniza-
ción; la menor participación en asociaciones; entre otros factores, ya que 
ello provoca una reducción sistemática de las interacciones cívicas. 

También inhiben a la democracia los contextos sociales en los que predo-
minan las redes verticales y de relaciones clientelares, así como aquellos 
casos en los que, además de ésta última, predominan las jerarquías perso-
nales, ya que la cohesión social horizontal no se desarrolla y esto reper-
cute negativamente en el desempeño institucional democrático. Más aún, 
esta situación genera disminución en la confianza hacia las instituciones 
y ello pude provocar erosión en la eficacia política y empobrecimiento del 
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discurso público. Otros factores que afectan la generación de capital so-
cial, de acuerdo con Putnam (1993), son los cambios socio-tecnológicos y 
demográficos, como la incorporación de las mujeres al ámbito laboral, la 
suburbanización, el incremento del tiempo de consumo de medios electró-
nicos y las migraciones masivas del campo a la ciudad. Estos elementos 
han reducido el tiempo y el esfuerzo disponibles para la vida asociativa. 

Los índices que miden la democracia7

En este apartado se presentan de forma sintética los criterios de medición 
de la democracia en tres índices internacionales que miden la situación de 
ésta a nivel global y de dos más que lo hacen para el caso de 18 países lati-
noamericanos.8 En el primer grupo, se ubican Freedom House, The Econo-
mist Intelligence Unit (EIU) y el Instituto Internacional para la Democracia 
y la Asistencia Electoral (International IDEA). En el último, se ubican el La-
tinobarómetro y el Índice de Desarrollo Democrático de América Latina 
(IDD-LAT).

Freedom House
El índice Freedom in the World es uno de los más antiguos que a nivel in-
ternacional miden la calidad democrática. Freedom House fue fundada en 
1941 en la ciudad de Nueva York para promover la democracia, la libertad 
y los derechos humanos ante la amenaza de la propagación de ideologías 
totalitarias en el marco de la Segunda Guerra Mundial y posteriormente 
de la Guerra Fría. Desde 1973, esta organización publica anualmente su in-
forme Freedom in the World, un estudio sobre los derechos políticos y liber-
tades civiles a nivel mundial. Su metodología se centra en el análisis que 
realizaron científicas y científicos sociales y en sondeos e indicadores rela-
cionados con la libertad, a partir de lo cual se establecen categorías sobre 
la calidad democrática.

7	 Una parte significativa de este apartado se toma del trabajo de Swift (2019). 

8	 Argentina, Chile, Uruguay, Paraguay, Brasil, Bolivia, Perú, Ecuador, Colombia, Venezuela, Pana-
má, Costa Rica, Nicaragua, El Salvador, Honduras, Guatemala, México y República Dominicana. 
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El índice de Freedom House cubre 195 países y 14 territorios, en los que 
se evalúa la situación de los derechos y las libertades de las que gozan los 
individuos, mediante el análisis de un grupo de más de 100 analistas y de 
más de 30 asesoras y asesores. Sus fuentes incluyen artículos académi-
cos, reportes de organismos no gubernamentales y datos arrojados por 
encuestas nacionales. Su informe anual, Freedom in the World, consiste en 
un sistema de puntuaciones, clasificaciones y estatus que parten de una 
serie de preguntas sobre el funcionamiento de la democracia en el país o 
territorio en cuestión. Cada país o territorio es evaluado en una escala de 
0 a 4 puntos —en donde 0 es menor libertad y 4 mayor libertad— en una 
lista de 10 derechos políticos y 15 libertades civiles. 

Como se puede apreciar en la figura 1, los derechos políticos se agrupan en 
tres subcategorías: procesos electorales (tres preguntas), pluralismo polí-
tico (cuatro preguntas) y funcionamiento gubernamental (tres preguntas). 
Las libertades civiles a su vez se dividen en cuatro subcategorías: libertad 
de expresión y creencias (cuatro preguntas), libertad de asociación (tres 
preguntas), Estado de derecho (cuatro preguntas) y, finalmente, autonomía 
personal y derechos individuales (cuatro preguntas). 

Figura 1

Categorías del índice de Freedom House

40
PUNTOS

60
PUNTOS

• Procesos electorales (3)

• Pluralismo politico (4)

• Funcionamiento gubernamental (3)

DERECHOS POLITICOS (10)

• Libertad de expresión y creencia (4)

• Libertad de asociación (3)

• Estado de derecho (4)

• Autonomía y derechos individuales (4)

LIBERTADES CIVILES (15)

Fuente: Freedom House (2022). 
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Tabla 1

Puntajes asignados por Freedom House

Puntaje de derechos políticos de 
Freedom House

Puntaje de libertades civiles de 
Freedom House 

Derechos políticos Libertades civiles
Puntaje Calificación Puntaje Calificación
36-40 1 53-60 1
30-35 2 44-52 2
24-29 3 35-43 3
18-23 4 26-34 4
12-17 5 17-25 5
6-11 6 8-16 6
0-5 7 0-7 7

Fuente: Freedom House (2024).

Como se puede apreciar en la figura 2, a cada país o territorio del índice 
se le asignan dos puntajes: uno para los derechos políticos y otro para las 
libertades civiles. La escala para ambas clasificaciones va del 1 al 7, en la 
que el 1 es el máximo grado de libertad y 7 el mínimo. Con base en el pun-
taje obtenido se determina uno de tres estatus: libre (1 a 2.5), parcialmente 
libre (3 a 5) y no libre (5.5 a 7). 

Figura 2

Escala Freedom House para medir el grado de libertad en un país o territorio

No libre 
(5.5-7)

No libre 
(1-2.5)

Parcialmente 
libre ( 3-5)

Fuente: Freedom House (2024). 

A partir de esta escala se construye la categoría de democracias electorales, 
definición que se asigna a aquellos países que alcanzan los estándares mí-
nimos en derechos políticos y libertades civiles, lo cual requiere un punta-
je mínimo de 7 en la subcategoría de procesos electorales, una puntuación 
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mínima de 20 en el total de la categoría de derechos políticos y un mínimo 
de 30 en la de libertades civiles. Ahora bien, el hecho de que a algún país 
o territorio se le clasifique como uno que tiene una democracia electoral 
no implica que sea conceptualizado como una democracia liberal, ya que 
requiere que haya un conjunto más amplio de libertades civiles e ideales 
democráticos. Cabe decir que este índice no se interesa en medir derechos 
sociales, niveles de igualdad económica o elementos clave de la cultura 
política.

La organización Freedom House, en su informe anual de 2023, identificó a 
México como una democracia electoral, pero con déficits en el Estado de 
derecho que limitan el pleno disfrute ciudadano de los derechos políticos 
y las libertades civiles.9 En la pregunta sobre si existen elecciones libres y 
justas, México obtuvo una puntuación de 3/4; la puntuación es la misma 
para calificar la imparcialidad de los órganos electorales. Por esos porcen-
tajes es que se identificó a México como un país con democracia, pero li-
mitada nuevamente a lo electoral. Otros rubros de importancia para la 
democracia, como la apertura y la transparencia, se calificaron con 2/4 y 
la igualdad entre personas obtuvo un 1/4. En las 10 preguntas sobre dere-
chos políticos (40 puntos), México obtuvo un puntaje de 27, y de 5 en las 15 
preguntas sobre libertades civiles (60 puntos). De los 100 puntos posibles, 
nuestro país calificó con 33. 

The Economist Intelligence Unit (EIU)
Este índice elabora informes desde el 2006 sobre múltiples temas, entre 
los cuales se ubica la situación de la democracia en 165 países indepen-
dientes. Cabe decir que EIU es una unidad de investigación que pertene-
ce The Economist Group, empresa asociada con el periódico británico The 
Economist. Su índice de democracia, como se puede apreciar en las figuras 
3 y 4, se compone de cinco categorías: procesos electorales y pluralismo, 
estado de las libertades civiles, funcionamiento del gobierno, participa-
ción política y cultura política; a partir de las que se determina el tipo de 

9	 En el 2023, Freedom House le otorgó a México una puntuación de 60/100 en libertad global. 
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régimen político, lo cuales se clasifican en cuatro grupos: democracia ple-
na, democracia con fallas, régimen híbrido y régimen autoritario. 

Figura 3

Categorías de análisis

Procesos 
electorales y 
pluralismo 

Estado de las 
libertades civiles

Funcionamiento 
gubernamental

Participación 
política

Cultura 
política

Figura 4

Tipo de regímenes

Régimen
 autoritario
 (0-3.99)

Régimen 
hibrido
 (4-5.99)

Democracia 
con fallas 
(6-7.99)

Democracia 
plena
(8-10)

Fuente: EIU (2022).

El índice EIU (2022), con una escala de 0 a 10, califica 60 indicadores 
agrupados en las categorías mencionadas en la figura 3. Cada uno de 
los 60 indicadores se plantea como una interrogante y tiene dos posi-
bles respuestas: 1= sí y 0= no. En ocasiones se incluye un 0.5 para aque-
llos reactivos cuya respuesta se halla en un “área gris” o que no pueden ser 
contestados de manera dicotómica. La suma del total en cada categoría se 
multiplica por 10 y luego se divide entre el total de preguntas contenidas 
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en dicha sección.10 Si bien se considera la cultura política en este índice, 
ocupa un lugar muy marginal. En cuanto a los temas de derechos sociales 
o de igualdad económica, no se incluyen. 

En su informe de 2022, EIU no reconoció a México como una democracia 
plena, ni siquiera como democracia defectuosa, sino como un régimen hí-
brido (elementos democráticos conviviendo con elementos autoritarios),11 
pues en una escala de 1 a 10, dentro de las categorías que observa, pre-
valecen calificaciones entre 4 y 6 para nuestro país: 6.92 para el proceso 
electoral y el pluralismo, 5.59 para las libertades civiles, 5 para el funcio-
namiento del gobierno, 7.22 para la participación política y 3.13 para la 
cultura política. No es extraño que México obtenga altas calificaciones en 
materia electoral, ya que muchas ciudadanas y ciudadanos limitan a ella 
su vida democrática, y eso se puede observar en la baja calificación de 
nuestra cultura política (EIU, 2022). 

Latinobarómetro
De acuerdo con su página web,12 la corporación Latinobarómetro es una 
organización no gubernamental, sin fines de lucro, con sede en Santia-
go de Chile, dedicada a la investigación del desarrollo de la democracia, 
la economía y la sociedad de 18 países latinoamericanos desde 1995 a la 
fecha. Para tal efecto, usa indicadores de opinión pública que miden acti-
tudes, valores y comportamientos. Dichos indicadores se obtienen de la 

10	 De acuerdo con Swift (2019), el índice EIU tiene problemas de credibilidad porque no se conoce 
con detalle quiénes forman parte del grupo de expertos que califica las respuestas. También se 
cuestiona que las encuestas de opinión que aplican pueden contener un alto grado de subjetivi-
dad, lo cual podría sesgar el resultado.   

11	 Algunas características del régimen híbrido son elecciones con irregularidades sustanciales, que 
a menudo impiden que sean libres y justas; hay presión del gobierno sobre los partidos y las can-
didaturas de la oposición; la corrupción tiende a ser generalizada, y el Estado de derecho y la so-
ciedad civil son débiles. Asimismo, por lo general, hay acoso y presión de parte del gobierno hacia 
los periodistas y el Poder Judicial no es independiente. 

12	 www.latinobarometro.org
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aplicación de 20,000 entrevistas por año, que representan la percepción 
de más de 600 millones de personas. 

Un aspecto clave de este indicador es que examina el respaldo a la demo-
cracia en la región mediante una serie de preguntas que se orientan en tor-
no al “apoyo a la democracia”. Las respuestas incluyen tres alternativas: el 
apoyo, la indiferencia y el autoritarismo. En este tema se les pregunta a las 
personas si de forma individual se ubican como partidarios de la demo-
cracia o del autoritarismo o si son indiferentes. También se les pregunta si 
prefieren la democracia a cualquier otra forma de gobierno o si elegirían el 
autoritarismo sobre la anterior en caso de que resolviera los problemas de 
la población. Finalmente, el cuestionario incluye preguntas sobre el nivel 
de confianza (de 0 a 10) hacia las instituciones políticas, como el Ejecutivo, 
el Congreso, los partidos, las escuelas, entre otros; sobre actores sociales, 
como la Iglesia, o formas de organización social, como la familia. Como se 
puede apreciar, en esta medición hay un componente relevante del análi-
sis de la cultura política, pero no hay referencia a las desigualdades socia-
les y sus efectos en el aprecio por la democracia.

En su informe de 2023, el Latinobarómetro expresa que se vive una rece-
sión democrática en América Latina y ubica a México dentro de los países 
con democracias débiles o en retroceso. Según sus encuestas, el apoyo de 
la ciudadanía a la democracia cayó del 43% en el 2020 al 35% en 2023, lo 
que significan ocho puntos porcentuales en muy poco tiempo y en un go-
bierno de alternancia. A esto se le suma la indiferencia ciudadana, ubicada 
en el 28%, a causa de personas a quienes no les preocupa el tipo de régi-
men mientras se resuelvan sus problemas; un 33% de la población estaría 
de acuerdo en apoyar una opción autoritaria (Latinobarómetro, 2023). Sin 
embargo, en el 2024, el Latinobarómetro encuentra que un mayor porcen-
taje de personas tiene optimismo por la democracia: el llegar al 50%.

Otro síntoma de la variación del apoyo a la democracia en México es la 
confianza en los partidos. En 2013, el 48% de las mexicanas y los mexi-
canos aprobaron la idea de que sin partidos políticos no podía existir 
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democracia, para 2023 esta concepción bajó al 36%; asimismo, el 62% des-
aprobaba a los partidos políticos. Como consecuencia, el Latinobarómetro 
(2023) alertó sobre un piso fértil para la llegada de gobiernos autoritarios 
y populistas en el país, donde los personalismos opacan a los partidos po-
líticos y esto conduce a la atomización del sistema de partidos y a que 
se desplome su imagen y legitimidad. Prueba de ello es que el apoyo a la 
preferencia y legitimación de un régimen autoritario tuvo un aumento de 
once puntos porcentuales entre 2020 y 2023. 

Instituto Internacional para la Democracia 
y la Asistencia Electoral (International IDEA)
De acuerdo con la página web de International IDEA,13 es una organización 
intergubernamental con el mandato de promover e impulsar la democra-
cia alrededor del mundo. A petición de los países afiliados, la organización 
brinda asistencia presencial basada en sus estudios comparados a nivel 
mundial, facilita el diálogo sobre problemáticas de la democracia y anali-
za la información de las naciones que forman parte de su membresía con 
el fin de elaborar herramientas que puedan ser usadas para fortalecer a las 
instituciones democráticas. Sus áreas de conocimiento especializado son 
los procesos electorales, los procesos para la elaboración de constitucio-
nes y la participación y representación política. Asimismo, International 
IDEA incorpora, de manera sistemática, tres temas en todos sus trabajos: 
a) género e inclusión, b) sensibilidad respecto de los conflictos y c) desa-
rrollo sustentable. Su sede está en Estocolmo, Suecia, y cuenta con ofici-
nas en diferentes ciudades de América Latina y el Caribe, África, Asia y 
Europa. También cuenta con una oficina-observatorio permanente dentro 
de las Naciones Unidas.14

13	 https://www.idea.int/es

14	 International IDEA cuenta con 31 Estados miembro: Australia, Barbados, Bélgica, Benín, Botsua-
na, Brasil, Canadá, Cabo Verde, Chile, Costa Rica, República Dominicana, Finlandia, Alemania, 
Ghana, India, Indonesia, Mauricio, México, Mongolia, Namibia, Países Bajos, Noruega, Pana-
má, Perú, Filipinas, Portugal, Sudáfrica, España, Suecia, Suiza y Uruguay. Japón tiene estatus de 
observador.  
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En su estudio titulado El estado de la democracia en el mundo y las Américas 
2023 (IDEA, 2023), International IDEA expone la preocupación a nivel mun-
dial por el retroceso en el desempeño democrático, por la erosión de sus 
controles y equilibrios y de las libertades constitucionales en sociedades no-
minalmente democráticas. Este trabajo monitoreó el desarrollo democrático 
en 173 países a partir de la comparación de 4 categorías: 1) representación, 
2) derechos, 3) Estado de derecho y 4) participación. Con estas variables no-
minales comparó el desempeño de cada país para revisar si adoptaron estra-
tegias para fortalecer los sistemas políticos democráticos. No obstante, esta 
medición no tiene un apartado analítico sobre cultura política ni tampoco 
sobre desigualdades sociales y sus efectos en la democracia.

Al referirse a México, el estudio elogia la movilización popular contra 
las reformas electorales del expresidente Andrés Manuel López Obra-
dor (AMLO), lo cual, según el documento, fortaleció al Instituto Nacional 
Electoral (INE). Asimismo, enfatizó que la protesta ciudadana contra el 
gobierno, realizada en 2023 por una coalición de agrupaciones partidis-
tas y ciudadanas, logró detener los cambios propuestos por el titular del 
Ejecutivo porque se valoraron como “un atentado contra la democracia”. 
Cabe señalar que esta información fue proporcionada por los liderazgos 
opositores a los cambios, sin embargo, el reporte del Latinobarómetro de 
2024 muestra que un mayor número de personas tiene más aprecio por la 
democracia.

En cuanto a otros elementos del funcionamiento de la democracia en Mé-
xico, International IDEA (2023) plantea que “existe un déficit grave”. El 
ejemplo más visible para entonces era que había “un congreso alineado” 
mayoritariamente con el oficialismo, lo que paralizaba el nombramien-
to de funcionarias y funcionarios encargados de los órganos de control, 
a los cuales, de acuerdo con IDEA, criticaba el expresidente AMLO. En 
esta misma línea, también el Congreso había estado facilitando la adop-
ción “acelerada” y sin discusión de iniciativas legislativas propuestas por 
el expresidente. No obstante, la organización señala que los tribunales son 
la única institución que ha actuado como contrapeso de las acciones del 
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extitular del Ejecutivo, al admitir revisar las leyes y los cambios constitu-
cionales que, desde la perspectiva de la oposición, habían sido aproba-
dos después de haber violado el proceso legislativo o eran contrarias a la 
Constitución. Se puede apreciar que todos los juicios que hay en este in-
forme proceden de testimonios de líderes de oposición publicados en me-
dios impresos. Por otro lado, el trabajo de International IDEA no abarca 
métricas puntuales sobre el proceso democrático en el ámbito institucio-
nal ni del acontecer económico y social del país.

Índice de Desarrollo Democrático 
de América Latina (IDD-LAT) 
Las fundaciones Konrad Adenauer y Polilat,15 desde el año 2002, se pro-
pusieron crear el IDD-Lat para medir el desarrollo democrático en 18 paí-
ses de América Latina con base en cuatro dimensiones: 1) democracia de 
la ciudadanía, 2) democracia de las instituciones, 3) democracia social y 4) 
democracia económica. Para obtener la información, se utilizan casi 50 in-
dicadores, de los cuales la mayor parte proviene de información estadística 
oficial o de fuentes internacionales o nacionales de reconocida seriedad. 
Los países medidos son Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa 
Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Pa-
namá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Uruguay y Venezuela. Cada 
una de las dimensiones que analiza el IDD-Lat se calcula con base en un 
conjunto de indicadores agrupados que luego se integran y ponderan en el 
índice final, según se puede apreciar en la tabla 2.

15	 La Fundación Konrad Adenauer, según su página web de México (https://www.kas.de/es/web/
mexiko), es una fundación política alemana con orientación demócrata cristiana. Su presencia en 
México y América Latina es para apoyar el funcionamiento integral del sistema democrático, el 
fortalecimiento del Estado de derecho, la promoción de una economía sustentable con justicia so-
cial y la política internacional y de seguridad. Por otro lado, Polilat, de acuerdo con su página de 
internet (https://www.polilat.com/), es una consultora política especializada en la prestación  
de servicios de organización e información relacionados con la situación política, social y econó-
mica en sus aspectos institucionales, de organización, sociales, partidarios y de acción de gobier-
no, tanto a nivel regional como nacional y en los órdenes provincial o estadual y municipal de los 
países donde contratan sus servicios.
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Tabla 2

Dimensiones e indicadores del IDD-Lat

Dimensión I

Democracia de la ciudadanía

Respeto pleno de los 
derechos y libertades civiles, 
compromiso ciudadano y 
ampliación de derechos

1.	 Voto de adhesión política
2.	 Derechos políticos
3.	 Libertades civiles
4.	 Condicionamiento de libertades  

y derechos por inseguridad
5.	 Compromiso ciudadano
6.	 Género en el gobierno

Dimensión II

Democracia de las 
instituciones

Estado de derecho, calidad 
institucional y eficiencia 
política

1.	 Percepción de la corrupción
2.	 Participación de los partidos políticos 

en el Poder Legislativo
3.	 Desestabilización de la democracia
4.	 Factor de anormalidad democrática
5.	 Factor de intervención del gobierno 

federal
6.	 Accountability legal y política
7.	 Accountability social

Dimensión III

Democracia social y humana

Resultados de la gestión 
pública que asegura bienestar 
y equidad

1.	 Desempleo urbano
2.	 Pobreza
3.	 Desempeño en salud
4.	 Desempeño en educación

Dimensión IV

Democracia económica

Resultados de la gestión 
pública que asegura eficiencia 
económica

1.	 Competitividad en la relación  
Estado-sociedad

2.	 Coeficiente de desigualdad de ingresos
3.	 PIB per cápita
4.	 Autonomía financiera
5.	 Inversión

Fuente: IDD-LAT (2016). 
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En su último informe, realizado en 2016, el IDD-Lat considera que México, 
en la primera dimensión —relativa a derechos y libertades, y que mide la 
democracia de la ciudadanía—, tuvo un puntaje más bajo que en 2015. El 
descenso fue producto de caídas en los indicadores de voto de adhesión 
política y a causa de la tasa de secuestros, esta última fue uno de los com-
ponentes de la variable de condicionamiento de las libertades por insegu-
ridad. En suma, dice el documento, México integró el conjunto de países 
con bajo desarrollo democrático. En lo relativo a la calidad institucional, la 
eficiencia política y la democracia de las instituciones, es decir, la dimen-
sión dos, mejoró gracias a los avances en los indicadores de accountability 
legal, el índice de percepción de la corrupción y porque logró salir del gru-
po de naciones con “anormalidad democrática”, que había padecido en el 
2015 por la crisis institucional vivida el año anterior.16

En la dimensión social, la tercera, según el informe IDD-Lat, hubo un 
avance significativo como resultado del progreso en las variables de efi-
ciencia en salud y en educación, así como por la mejora del indicador de 
población en pobreza; también se aclara que México sólo presenta un re-
sultado negativo en el indicador de desempleo. Esta puntuación, precisa el 
documento, no determina un avance en el ranking regional, ya que se man-
tiene en la décima posición, de manera que se ubica en el conjunto de paí-
ses que presenta desarrollo democrático medio y se coloca por encima del 
promedio regional. En la dimensión cuatro, que da cuenta de la capacidad 
para generar políticas que aseguren eficiencia económica, el país muestra 
una puntuación muy baja y se aleja de los mejores puntajes de toda la serie 
(2004, 2009 y 2014) y obtiene el peor resultado desde el 2002; ello es pro-
ducto de una caída en los indicadores de brecha de ingreso e inversión. En 
síntesis, dice el informe, por segundo año consecutivo, México se coloca 
por debajo del promedio regional y en el conjunto de países con “bajo de-
sarrollo democrático” (IDD-Lat, 2016).

16	 En esta dimensión, México deja la calificación de mínimo desarrollo democrático y pasa al gru-
po de países con bajo desarrollo democrático, junto con República Dominicana, Perú, Colombia y 
Ecuador (IDD-LatLAT, 2016).
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Índice de Desarrollo Democrático 
en México (IDD-Méx)
Con los mismos criterios metodológicos, desde 2010 a 2022,17 la Funda-
ción Konrad Adenauer, la consultora Polliat, el Instituto Nacional Electoral 
(INE), el Centro de Estudios Políticos y Sociales (CEPOS) y la Confede-
ración de las Uniones Sociales de Empresarios de México (USEM) con-
tribuyeron en la elaboración del IDD-Méx. A diferencia del IDD-Lat, las 
mediciones en México, además de revisar con detalle la evolución de los 
indicadores de las cuatro dimensiones enlistadas, presentaron de forma 
desagregada lo ocurrido en cada una de las 32 entidades federativas. En 
este sentido, el IDD-Méx (a diferencia de Freedom House, The EIU, el La-
tinobarómetro e International IDEA) asumió una visión conceptual de la 
democracia que incluyó la cultura política, las cuestiones político-institu-
cionales y las socioeconómicas, además de que retomó las premisas teó-
ricas que afirman que la democracia nacional difiere de lo que ocurre en 
el ámbito subnacional. En los siguientes párrafos, se presenta una síntesis 
del análisis del IDD-Méx entre 2010 y 2022 en sus cuatro dimensiones.

Dimensión 1. Democracia de la ciudadanía
El informe del IDD-Méx desde 2010 (con información del año anterior) 
identifica las principales pautas del desarrollo democrático en México. En 
el lejano 2009, la participación electoral disminuyó como consecuencia de 
los efectos, todavía vigentes, de los comicios del año 2006, en los cuales 
una parte importante del electorado consideró que hubo fraude. Aunque 
el porcentaje de participación no rebasó el 50%, sí se pudo identificar un 
voto diferenciado, más racional e informado (IDD-Méx, 2010). Además, el 
Instituto Federal Electoral (IFE) percibió la recuperación de su legitimidad 
institucional, altamente cuestionada por las elecciones controversiales del 
2006; también los tribunales se volvieron más participativos en el arbitrio 
electoral como verdaderas instancias resolutivas. 

El promedio general de nuestro país para el IDD-Méx del 2011 disminuyó 
y mantuvo esa tendencia hasta 2014, cuando alcanzó su nivel más bajo: 

17	 En 2016 no hubo informe IDD-Méx.
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5.014 de 10. En el 2015 revirtió de manera alentadora la situación, pues 
volvió a 5.628 puntos, aunque estuvo todavía lejos del 5.803 del informe 
de 2010. De 2010 a 2013, los indicadores de esta dimensión se expresa-
ban en términos preocupantes, toda vez que la participación denotó de-
bilidad en la calidad democrática de las entidades federativas en general. 
Si hay falencias en la construcción de ciudadanía y en la capacidad para 
difundirla a la población, difícilmente se puede sostener una democracia 
en el tiempo; más aún si se le suman situaciones de exclusión social de 
grupos vulnerables (indígenas, por ejemplo) y situaciones de violencia 
(crimen organizado y feminicidio). 

El IDD-Méx 2010 reportó la violencia —resultante de la lucha entre cár-
teles de drogas, así como entre éstos y el gobierno— como el problema 
más grave en el rubro de la democracia de la ciudadanía. El año 2009 fue 
el más violento del sexenio de Felipe Calderón Hinojosa,18 pues hubo 9,635 
asesinatos como resultado de las ejecuciones entre los cárteles del Golfo 
(los Zetas y La Familia) y el Cartel de Sinaloa. En total, en tres años de go-
bierno, Calderón sumó 22,700 muertes por ejecuciones entre cárteles y, 
en menor medida, por confrontaciones con las Fuerzas Armadas. Fue du-
rante su gobierno cuando, debido a la estrategia de militarizar el país, se 
iniciaron los debates sobre la necesidad de recurrir al Ejército y a la parti-
cipación de fuerzas de seguridad federales en los territorios estatales.

En este clima se celebraron las elecciones presidenciales del 2012, en las 
que la participación ciudadana repuntó con un 62% y le dio la victoria a 
Enrique Peña Nieto para que el PRI volviera al Poder Ejecutivo; asimismo, 
estos comicios marcaron una impactante caída del PAN, lo que fue una 
clara respuesta de la ciudadanía a sus doce años en el poder y a esa guerra 
frontal contra el narcotráfico, que dejó miles de muertes y desapariciones. 
Un distintivo de la alternancia en el poder y de la representatividad plu-
ral en el Congreso (el PRI no contaba con mayoría absoluta) se vio plas-
mada en el llamado Pacto por México, firmado por PRI, PAN y PRD con la 

18	 El 2010 lo superaría con 15,273 asesinatos. 
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intención de incrementar el crecimiento económico y el desarrollo del país 
(IDD-Méx, 2013).

Esa alta participación del 2012 se mostraba entonces como una señal de 
madurez ciudadana —y de logro de los partidos políticos también— que 
debía nutrirse; sin embargo, con hechos como la desaparición de los nor-
malistas en el año 2014, el clima de desconfianza e impunidad, la imagen 
del gobierno y de los diferentes actores políticos se empezó a desgastar 
nuevamente, lo que disminuyó la confianza ciudadana en ellos (gobierno, 
36%; partidos políticos, 19%; diputadas y diputados, 18%) (IDD-Méx, 2013).

La lucha contra el narcotráfico ha sido una constante en México desde las 
últimas décadas del siglo pasado, por ello la captura de algunos narcotra-
ficantes pesa en el ánimo ciudadano. En el 2016, el expresidente Enrique 
Peña Nieto anunció la captura, por tercera ocasión, de Joaquín Guzmán 
Loera como un gran logro de su gobierno, pero eso no bastó para revertir 
su desaprobación creciente, que ya alcanzaba los tres cuartos de la pobla-
ción. Aunado a ello, el PRI no accedió a la discusión parlamentaria de las 
leyes secundarias necesarias para completar la instalación de un sistema 
nacional anticorrupción, demanda constante de la opinión pública. Como 
consecuencia, el partido perdió, a manos del PAN, 7 de 12 gubernaturas 
disputadas, incluyendo Durango, Quintana Roo, Tamaulipas y Veracruz, 
donde había gobernado por 84 años ininterrumpidos. Todo ello dejó una 
clara muestra de insatisfacción social (IDD-Méx, 2017).

En el 2018 Morena no sólo se volvió parte importante de la vida política 
del país, sino que se convirtió en estandarte de la esperanza ciudadana 
para revertir muchas de las dinámicas antidemocráticas que se padecían 
en México. Así, 6 de cada 10 personas creyeron que la seguridad y la polí-
tica mejorarían en el gobierno de López Obrador; el porcentaje rozó el 70% 
cuando se habló de la economía. Las mexicanas y los mexicanos se sintieron 
alegres, felices, confiados y tranquilos tras el resultado electoral (IDD-Méx, 
2018). El 2018, además de ser el año de la alternancia hacia un partido de iz-
quierda —con un alto índice de participación ciudadana en la emisión del 
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voto, con claridad en los resultados, con un puntual reconocimiento de la 
derrota por parte de las demás candidaturas y con muestras de civismo por 
parte de la sociedad—, también se volvió un año alentador en materia de 
respeto a los derechos humanos, las libertades civiles y la no discrimina-
ción, debido al bono positivo en aprobación al expresidente. Sin embargo, 
en 2019 el promedio del respeto a las libertades bajó de 4.865 puntos a 4.085 
como consecuencia de la (nueva) militarización con la Guardia Nacional, la 
crisis migratoria en las fronteras y la violencia contra las mujeres. 

Todo este contexto sociopolítico influyó negativamente en la construc-
ción de ciudadanía y puso a México como uno de los países con el valor 
más bajo de participación política (IDD-Méx, 2020). En materia electoral, 
el abstencionismo siguió manteniendo altos porcentajes en prácticamente 
todos los comicios.19 Un dato digno de señalar es la evaluación que hace la 
ciudadanía sobre sus derechos políticos, pues la mayoría expresa que “hay 
poca libertad” y muchas personas más manifiestan que “no hay libertad” 
para ejercerlos (IDD-Méx, 2011). Si bien el 2012 mostró una alta participa-
ción electoral, es necesario apuntar que, según datos del IFE, se registró 
también la cifra más alta de voto nulo intencional en 20 años, con 1.2 mi-
llones de sufragios de este tipo, es decir, 2 de cada 100 votantes anularon 
su voto para presidencia y 5 lo hicieron al elegir a sus legisladores.

El año 2020 fue suigéneris, sobre todo en materia de garantizar libertades 
civiles en el contexto de la emergencia sanitaria que generó el COVID-19. 
El reto consistió en garantizar la protección sanitaria de las sociedades  
sin atentar violentamente contra sus libertades. En el caso de México, 
hubo algunos episodios vinculados con el accionar de la Guardia Nacio-
nal, cuyo despliegue coincidió con denuncias de violaciones de derechos 
humanos. La Comisión Nacional de Derechos Humanos (CNDH) registró al 
menos 219 denuncias sobre estas instituciones entre el 26 de mayo de 2019 
(cuando se estableció formalmente el cuerpo) y el mes de agosto de 2020.  

19	 Los niveles de participación a partir de 1994 han sido en promedio del 60% y la abstención del 
40%; de la elección de 1988 a la de 2018, los porcentajes de participación y abstención en prome-
dio también fueron los mismos. En las elecciones de 2018, 89.1 millones de mexicanas y mexica-
nos fueron convocados a las urnas y la participación quedó en 63.4%.
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A nivel subnacional, entre 2010 y 2022, se puede apreciar que las entida-
des federativas con mejor puntuación fueron Yucatán, Ciudad de México 
y Tabasco, mientras que los más afectados fueron Chihuahua, Guerrero y 
Quintana Roo (gráfica 1).

Gráfica 1

Evolución de la democracia de la ciudadanía en el IDD-Méx (2010-2022)
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Dimensión 1. Democracia de la ciudadanía

Fuente: Elaboración propia con base en la información del IDD-Méx de 2010 a 2022.

Dimensión 2. Democracia de las instituciones 
Desde el primer informe del IDD-Méx (2010), se hace mención de un dé-
ficit de gobernabilidad: se menciona la existencia de un sistema político 
formalmente balanceado en aspectos cuantitativos, como en lo relativo a 
una adecuada representación de la diversidad o la existencia de mecanis-
mos formales de participación, pero se advierte que “la violencia y el nar-
cotráfico vulneran, perforan y corroen el buen marco institucional de la 
democracia mexicana en un número importante de entidades federativas” 
(IDD-Méx, 2010, p.54). Muestra de ello son la etiqueta de país más peli-
groso para ejercer el periodismo en América, que la Organización de las 
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Naciones Unidas le otorgó a México desde el año 2000 (IDD-Méx, 2011), 
y la tasa elevada de impunidad: 80% de homicidios no resueltos y sólo 1 
condena por cada 20 homicidios (IDD-Méx, 2013). De esta forma, en 2013 
la percepción de inseguridad llegó al 72.3% de la población de 18 años y 
más, a lo que se sumó, además, la falta de denuncias, catalogadas como 
“una pérdida de tiempo” debido a la “desconfianza en la autoridad”, con 
un 61.9% (IDD-Méx, 2010-2024). Para el 2017, la organización Semáforo 
Delictivo registró 18,989 ejecuciones vinculadas con el crimen organizado, 
frente a las 29,159 carpetas de investigación por homicidio que documen-
tó el gobierno, es decir, 65% del total, un porcentaje que incrementó a 75% 
en los primeros cuatro meses de 2018 (IDD-Méx, 2018).

La violencia en todo el país dio lugar a una alta percepción de inseguridad: 
tan sólo en 2020 se registró un saldo de 34,648 víctimas de homicidio do-
loso. En materia de género, la situación siguió siendo alarmante: en los pri-
meros meses del 2020 se contabilizaron 166 víctimas de feminicidio y 466 
víctimas mujeres de homicidio doloso, lo que dio un total de 632 casos. 
Asimismo, hubo 9,941 mujeres víctimas de lesiones presuntamente dolo-
sas y en el mismo periodo se atendieron 40,910 llamadas de emergencia 
al número 911 relacionadas con incidentes de violencia contra las mujeres. 
En contraste, la reforma constitucional de 2019 denominada “Paridad en 
todo” permitió la consolidación de una democracia representativa, parti-
cipativa e incluyente al establecer que la mitad de los cargos de decisión 
en los tres poderes del Estado y en los tres órdenes de gobierno se desti-
nen a mujeres.

En 2014, el IDD-Méx alertó sobre una caída del 10% en el promedio general 
de la democracia institucional. Además del clima de violencia, que excedió 
todo marco institucional, otra causa principal de este decremento fue el 
lastre que desafortunadamente ha caracterizado a la región y al país des-
de hace décadas: la corrupción. A nivel nacional, el 89.7% de la población 
consideró que la corrupción es una práctica muy frecuente, lo cual incluye 
principalmente a las fuerzas policiacas, seguidas por los partidos políticos 
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y el Ministerio Público, con un 84.4% y un 78.4% respectivamente (IDD-
Méx, 2014).20

Por otro lado, la libertad de expresión, ligada obligatoriamente a la liber-
tad de prensa, se convirtió en una de las sentidas demandas ciudadanas 
debido a las violaciones constantes en su ejercicio. El promedio de agre-
siones a la libertad de expresión en México subió un 80% durante los dos 
primeros años de gobierno de Enrique Peña Nieto. Con Felipe Calderón 
se agredió a una o un comunicador cada 48.1 horas; con Peña Nieto, cada 
26.7 horas.21 Sin embargo, lo que caracterizó a ambas administraciones en 
estos casos fue la impunidad. Las agresiones hacia periodistas no fueron 
hechos aislados: formaron parte de un contexto de violencia al que se le 
sumó, por ejemplo, la desaparición de los 43 normalistas en el 2014. Es por 
ello que, aun con estos atentados a la libertad de expresión, se siguió ma-
nifestando el hartazgo de la ciudadanía, algunas veces de forma no pa-
cífica: bloqueando carreteras, vandalizando sedes de partidos políticos, 
quemando edificios oficiales y hasta tomando aeropuertos por la fuerza, lo 
que ponía en riesgo la estabilidad democrática (IDD-Méx, 2015). 

Por todo ello, una parte fundamental del triunfo de AMLO en el 2018 fue 
su discurso sobre una transformación pacífica y ordenada, pero al mis-
mo tiempo profunda y radical para eliminar la corrupción y la impuni-
dad, que impedían el renacimiento de México; no obstante, el panorama 
poco o nada ha cambiado. México, en 2019, ocupó el segundo puesto, sólo 
después de Colombia, de los países más corruptos del mundo (IDD-Méx, 
2020). La creación de la Guardia Nacional, también en 2019, que preten-
día sustituir la presencia militar en el país terminó siendo administrada, 

20	 Para el 2016, México ocupaba el último lugar entre los países de la Organización para la Coope-
ración y el Desarrollo Económicos (OCDE) y cayó 28 posiciones en el Índice de Percepción de la 
Corrupción en el sector público, elaborado por Transparencia Internacional. En 2020 se mantuvo 
en el último lugar de la OCDE, aunque progresó seis lugares a nivel mundial.

21	 En México, la violencia contra las y los periodistas ha creado lo que se conocen como “zonas de 
silencio”, regiones en donde los comunicadores optan por la autocensura para proteger sus vidas 
(IDD-Méx, 2017).



Cultura política y participación ciudadana

81

para casi todos los fines, por la Secretaría de la Defensa Nacional, es decir, 
se dejó al margen al mando civil. A la par, la violencia contra periodistas y 
medios de comunicación no cesó; por el contrario, mantuvo el crecimiento 
constante que se observaba desde 12 años atrás.

Hasta el informe del 2021, se advirtió un pronunciado déficit de calidad 
institucional y de eficiencia política, algo que caracterizó la democracia 
de las instituciones en las entidades federativas, ya que ninguna logró una 
calificación de alto desarrollo democrático. Un avance pudo observarse 
en las reformas de 2013 al Instituto Nacional de Transparencia, Acceso 
a la Información y Protección de Datos Personales (INAI), que buscaban 
dotarlo de autonomía y volver vinculantes sus resoluciones. Esto con el 
afán de evitar el secretismo, norma casi oficial en la vida institucional de 
nuestro país. “El derecho de acceso a la información se ha consolidado, 
los mexicanos usan cada vez más este sistema. El número de solicitudes 
aumentó de 22,573 en 2003, año en que nace el INAI (IFAI entonces), a 
242,663 en 2019” (IDD-Méx, 2021).

En general, la democracia institucional en México siguió siendo frágil, aun 
con el conjunto de instituciones “nuevas y modernas” que pretendieron 
abonar para un sistema democrático de mayor calidad. En estos términos, 
el informe de 2021 sugiere que “es necesario estipular criterios de exigen-
cia comunes a todos los ámbitos del Estado mexicano, además de meca-
nismos coherentes para transparentar, evaluar y sancionar las acciones 
gubernamentales” (IDD-Méx, 2021). En el caso de las entidades federati-
vas, se puede apreciar que los estados mejor evaluados fueron Tlaxcala, 
Yucatán y Aguascalientes, mientras que los peor valorados fueron Oaxa-
ca, Veracruz y Guerrero (gráfica 2).
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Gráfica 2

Evolución de la democracia de las instituciones en el IDD-Méx (2010-2022)
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Dimensión 2. Democracia de las instituciones

Fuente: Elaboración propia con base en la información del IDD-Méx de 2010 a 2022.

Dimensión 3. Democracia social y humana	
Otro rasgo de las democracias, plantea el IDD-Méx (2010), es la capacidad 
probada para generar políticas que aseguren bienestar y desarrollo huma-
no, como la atención a los problemas de la mortalidad infantil y materna. 
Para el 2010, esta tasa había disminuido un 57% en los últimos 20 años, 
aunque aún rondaba las 15 muertes por cada 1,000 nacimientos, cifra tres 
veces superior a la media del resto de países de la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), lo que era agravado por 
el hecho de que el 40.7% de la población (43,400,000 personas) carecía de 
acceso a los servicios de salud.22 Estos datos son alarmantes no sólo por-
que muestran que se ha incumplido con los objetivos del milenio de redu-
cir estos porcentajes, sino porque las tasas de algunas entidades han sido 

22	 El porcentaje de personas que no tiene acceso a los servicios de salud básicos pasó del 29.2% al 
21.5% entre 2010 y 2012. 
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mayores que el promedio nacional.23 Se debe señalar que gran parte de los 
fallecimientos de infantes de un año obedecen a factores relativos al nivel 
de nutrición (dependiente de la cantidad de ingresos en el hogar y de la 
educación de la madre), a los cuidados del niño (correspondientes en gran 
parte a la educación de la madre) y al acceso a infraestructura sanitaria 
básica (como controles pediátricos regulares y consumo de agua potable). 
Por ello, es una variable sensible a los cambios de políticas y refleja el nivel 
de calidad de vida al que accede una sociedad (IDD-Méx, 2021).

En materia educativa, los datos arrojaron que la mayoría de las y los mexi-
canos (64%) alcanzó un nivel inferior a la educación media superior como 
nivel máximo de estudios. Este rezago en educación y el de salud cons-
tituyen los verdaderos déficits de la democracia porque debajo de cierto 
umbral se anulan las condiciones necesarias para el desenvolvimiento de-
mocrático (IDD-Méx, 2013). Al respecto, el IDD-Méx planteó en 2013 que, 
si se reconoce a la educación como un poderoso movilizador social, “en-
tonces es imprescindible diseñar estrategias que abonen en su cobertura 
y calidad”. 

Sin embargo, los datos reflejaron la enorme desigualdad presente en nues-
tro país. Sólo el 71.9% de los niños y las niñas entre 3 y 5 años asistía al 
preescolar; el 87.6% de quienes tenían entre 12 y 14 años acudía a la secun-
daria; y el 57% de las y los jóvenes entre 15 y 17 años iba al bachillerato. Un 
fantasma todavía presente fue el del analfabetismo: el porcentaje de per-
sonas que no sabía leer ni escribir para 2018 era del 10.9% entre la pobla-
ción en condición de pobreza y del 23.5% en quienes estaban en pobreza 
extrema (IDD-Méx, 2021). En contextos en los que las tecnologías de la in-
formación y comunicación (TIC) son parte importante de las dinámicas 
sociales —al grado de que es casi obligatoria la alfabetización digital—, 
una persona que no sabe leer ni escribir se encuentra en total desventaja 
frente a experiencias de vida más favorables. Según los datos del censo de 

23	 Las tasas más altas de mortalidad infantil se encuentran en Oaxaca, Puebla, Chiapas, Guerrero, 
Campeche y Veracruz, con puntajes mayores a 18. Las tasas más altas de mortalidad materna son 
de Guerrero, con 75.9%, Oaxaca, con 65.3% y Chiapas, con 60.6%, por cada 100,000 nacimientos. 
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2020, México aún contaba con 30 millones de personas en rezago educa-
tivo, dato reconocido por la Secretaría de Educación Pública, SEP (IDD-
Méx, 2021).

El desempleo es otro indicador observable para la democracia social. Aun-
que México mostró tasas bajas de desempleo,24 esto no necesariamente 
reflejó un avance en la incorporación de más personas al trabajo formal, 
debido a las características estructurales del mercado laboral, que tiene un 
alto índice de informalidad. Es decir, muchos de los nuevos empleos fue-
ron creados en la economía informal: en cinco años (2006-2011) se pasó 
de 23.1 millones a 26.4 millones de personas con un trabajo de este tipo 
(14.2% del total de empleos) (IDD-Méx, 2012). En el 2015, el 52% de las y los 
trabajadores eran informales (IDD-Méx, 2015). Para el 2017 hubo un revés 
positivo, pues se concretó el mejor aumento de empleos afiliados al IMSS 
(802,000) desde 1996. 

En materia de pobreza, el sexenio de Peña Nieto continuó con la estrate-
gia de crear programas sociales con la intención de combatirla, sin embar-
go los resultados no fueron suficientes, prueba de ello es que al final de su 
administración México contaba todavía con 52.4 millones de personas po-
bres (IDD-Méx, 2019), y otro dato relevante es que la cifra de personas en 
pobreza extrema subió considerablemente (debido también al aumento de 
la población): pasó de 18.7 millones en 2008 a 21 millones de personas en 
2018 (IDD-Méx, 2020).

A su vez, la salud reflejó una inversión deficiente con respecto al núme-
ro de habitantes y sus enfermedades. De acuerdo con datos de la OCDE, 
México se ubicó entre los países que destinaron menos recursos públicos 
para preservar la salud de la población. El gasto asignado a dicha función 
ascendió al 2.8%25 del PIB, en tanto que países como Chile asignaron el 
3.9% o más. Un problema dentro de este rubro fue la distribución del gasto, 

24	 De acuerdo con datos de la OCDE, en 2013 la economía mexicana registró la tasa de desocupa-
ción más baja desde 2008, con un puntaje de 4.9%. 

25	 Para el 2017 el porcentaje subió a 6.2%, pero seguía siendo menor al promedio del organismo: 8.9%.
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ya que el 96.9% del ingreso de esta categoría se destinó al gasto corriente 
y de operación (sueldos, prestaciones de seguridad social, papelería, equi-
po de cómputo, fondos de pensiones y jubilaciones) y únicamente el 3% se 
asignó para el gasto de inversión, modernización, ampliación o construc-
ción de infraestructura en salud (IDD-Méx, 2015). 

Todas estas deficiencias quedaron exhibidas con la pandemia por  
COVID-19; por ejemplo, los 327 hospitales, clínicas y centros de salud que 
estaban en el abandono o a “medio construir”, según datos de la propia 
Secretaría de Salud. Muchas de las muertes fueron a causa de los pro-
blemas en los servicios sanitarios, desde la falta de infraestructura hasta 
la escasez de personal médico y medicamentos. Además, se evidenció el 
abandono de las regiones con problemas severos de pobreza y desnutri-
ción, ya que la atención médica ha estado concentrada en las capitales de 
los estados o en las ciudades medias (IDD-Méx, 2021).

Los indicadores sobre la democracia social y humana dejan claro que los 
logros alcanzados en uno o varios de ellos ayudan a crear círculos virtuo-
sos e impactan en los demás rubros para elevar la calidad de vida; por el 
contrario, cuando se desatiende alguno de los elementos mencionados, 
los demás aspectos también lo resienten, lo cual vulnera el bienestar y el 
desarrollo humano de las personas. En lo relativo a las entidades federa-
tivas, se puede apreciar que los estados más incluyentes fueron Nayarit, 
Baja California y Colima, mientras que en el extremo opuesto se ubicaron 
Quintana Roo, San Luis Potosí y la Ciudad de México (gráfica 3).
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Gráfica 3

Evolución de la democracia social en el IDD-Méx (2010-2022)
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Dimensión 3. Democracia social

Fuente: Elaboración propia con base en la información del IDD-Méx de 2010 a 2022.

Dimensión 4. Democracia económica
La relación entre la distribución de la renta y el crecimiento económico 
constituye un aspecto central para calificar las condiciones sociales y eco-
nómicas de una sociedad. Los primeros datos al respecto indicaban que, 
en el 2008, el 10% más pobre de la población mexicana tenía el 1.2% del in-
greso nacional total, mientras que el 10% más rico concentraba el 41.3%. La 
Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares (ENIGH) de 2012 
confirmó la elevada concentración de la riqueza26 con un aumento en el 
coeficiente de Gini27 de 0.435 (en 2010) a 0.440 (en 2012). 

26	 Para 2012, el 50% de los hogares más pobres concentró sólo el 20.4% del ingreso corriente de Mé-
xico, y el 10% de los hogares más ricos, casi el 35% del ingreso. El 1% de los hogares más ricos tenía 
el 8.7% del ingreso corriente de todo el país.

27	 Medida de la concentración del ingreso con valores entre cero y uno. Cuando se acerca a 1 (la ex-
trema desigualdad), indica que hay una mayor concentración del ingreso; cuando se acerca a cero 
(la perfecta equidad), la concentración del ingreso es menor. En 2017, la desigualdad de ingreso en 
México tenía un Gini superior a 0.45, pero en concentración de la riqueza su valor era de 0.79.
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La distribución del ingreso se muestra como un poderoso condicionante 
de la situación social en nuestro país y como una de las causas multidi-
mensionales (28%) de la pobreza en México. Una muestra de esta desigual 
distribución es que en el país hay alrededor de 12 millones de “ricos”, que 
concentran los recursos económicos de más de 84 millones de personas 
con ingresos bajos o muy bajos. En 2002 la riqueza de los cuatro mexica-
nos más acaudalados representaba el 2% del producto interno bruto (PIB) 
y en 2018 fue equivalente al 10% del PIB. Hasta el último informe disponi-
ble del IDD-Méx, esto no se había modificado. El 1% y el 10% más rico con-
centraban en 2020 el 29% y 59% del ingreso total, respectivamente. Peor 
aún, los avances en la reducción de la brecha se desaceleraron en México, 
lo que nos ha colocado como uno de los países más desiguales de América 
Latina (IDD-Méx, 2021).

En lo que respecta a la actividad empresarial, el Instituto Mexicano para la 
Competitividad (IMCO) informó en 2009 que el indicador de duración de 
procedimientos mercantiles mejoró 39% a nivel nacional (IDD-Méx, 2010). 
Para el 2014, Doing Business destacó que “la gran mayoría de las empre-
sas en México (96.1% del total) son microempresas, y muchas de ellas ope-
ran en la informalidad.28 Eso explica que, a pesar de ser las más numerosas, 
sólo aportan el 18% de la producción nacional”.

Sobre las capacidades territoriales para autofinanciarse, los estados de la 
República son dependientes de los recursos que transfiere la federación 
(83.5%), es decir, están lejos de la autonomía financiera, necesaria en un 
sistema federal republicano. Uno de los problemas más preocupantes en 
los gobiernos locales ha sido la escasa recaudación de ingresos propios y 
la poca utilización de las potestades tributarias (predial, agua, productos, 
aprovechamientos). 

En 1990, el porcentaje de ingresos propios de las entidades federativas, 
con respecto a los ingresos totales, era del 36.7% y el de las transferencias 

28	 Para 2017, el desempleo había bajado a 4.1%, sin embargo, el sector informal concentra 60% de la 
población activa. 
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representaba el 49.1%, en tanto que la deuda (financiamiento externo) era 
del 5.9%; pero, para 2010, los ingresos propios descendieron al 22.7%, las 
transferencias aumentaron al 67.2% y la deuda alcanzó el 8% (IDD-Méx, 
2018). Para 2017, las entidades únicamente recaudaban el 4.7% de los ingre-
sos por impuestos, mientras que el gobierno federal recaudaba el 93.6%. En 
este escenario, las transferencias federales fueron al alza en los últimos 20 
años: entre 1998 y 2018 crecieron un 206.1% en términos reales, mientras 
que los ingresos propios de las entidades federativas se estancaron. Esta 
deficiencia de las entidades para generar ingresos propios pone en riesgo 
no sólo el desarrollo local, sino también la seguridad social y el bienestar 
de sus habitantes. 

En cuanto a la inversión para aumentar la capacidad presente y futura de 
la productividad de la economía, el IDD-Méx señalaba en 2013 una inver-
sión fija bruta con niveles superiores al 20%, hecho sin precedente desde la 
década de los setenta del siglo XX. Sin embargo, la crisis de seguridad por 
los hechos de Ayotzinapa impactó en el aumento de riesgo para las inver-
siones en 2014. Asimismo, con la victoria de Donald Trump en 2016 y los 
sismos de 2017, se frenó el crecimiento del PIB, que mostró su menor avan-
ce anual en cuatro años: sólo del 2.3%. 

En México, el PIB ha crecido 2.5% en los últimos 25 años, mientras que la 
inversión de capital lo ha hecho en 3%.29 El IDD-Méx (2019) advierte que el 
país necesita superar el máximo histórico de inversión, que ha sido de 24% 
del PIB durante el cuarto trimestre de 2008. En el cuarto trimestre de 2018 
alcanzó el 21.9% del producto interno bruto. La mayor parte de la inversión 
es privada —equivale a 19% del PIB—, mientras que el 2.9% restante co-
rresponde a la inversión pública. El gasto de inversión, que sirve como an-
cla para que invierta el sector privado y potencia la actividad económica, 
pasó del 5.1% en 2015 al 3.1% del PIB en 2020 (IDD-Méx, 2019). 

29	 Los países con tasas de crecimiento económico más elevadas invierten fuertemente en activos 
fijos para permitir un crecimiento económico rápido. El crecimiento de China, por ejemplo, se 
ha visto estimulado con un porcentaje significativo de recursos a la inversión, con tasas de creci-
miento superiores al 9% (IDD-MÉX, 2019). 
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En México, la formación bruta de capital fijo (FBCF) como porcentaje del 
PIB se mantuvo en una banda que no rebasó el 20% entre 2014 y 2018, lo 
cual resulta insuficiente como soporte para generar un crecimiento sos-
tenido, ya que, en este periodo, México alcanzó un crecimiento promedio 
anual de 2.63%30 (IDD-Méx, 2020). En este punto, la mayor parte de las 
entidades federativas muestran serios problemas. De acuerdo con la grá-
fica 4, elaborada como un diagrama de Pareto, sólo 16 entidades federati-
vas alcanzaron un resultado positivo en el IDD-Méx a lo largo de 14 años 
de seguimiento consecutivo. En este formato de presentación de datos, las 
entidades de la República que tienen valor 0 en su promedio interanual 
2010-2022 no se hacen visibles. Por otro lado, los datos registran cómo 
unos cuantos estados generan acceso a oportunidades económicas para 
buena parte de sus habitantes. En este caso se puede apreciar que predo-
minan la Ciudad de México y Nuevo León.

Gráfica 4

Evolución de la democracia económica en el IDD-Méx (2010-2022)
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Fuente: Elaboración propia con base en la información del IDD-Méx de 2010 a 2022.

30	 Haciendo otra vez la comparación con China, en el mismo periodo mantuvo inversiones por arri-
ba del 40% en FBCF sobre el PIB y tasas de crecimiento promedio anual de 6.86%.
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Sobre la situación que afecta a las diferentes entidades federativas, se pue-
de señalar que las y los gobernadores cuentan con un margen de acción 
muy reducido para impulsar políticas públicas que generen mayores opor-
tunidades de crecimiento económico. En el mejor de los casos pueden con-
tratar deuda, la cual en un corto plazo podría atenuar las desigualdades 
sociales y económicas en espacios territoriales muy reducidos; también 
pueden impulsar políticas de fomento en las que se incluya desregulación 
administrativa, subsidios fiscales o facilidades de relocalización para em-
presas de diversa naturaleza, pero, como en el caso del endeudamiento, 
sus efectos son de muy corto plazo y apenas beneficia a un segmento muy 
reducido de la población. 

Los recursos naturales más importantes que hay en los estados son ma-
nejados por el gobierno nacional, lo cual incluye, entre otras activida-
des, la minería. Por otro lado, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público  
recauda los impuestos más importantes, como el impuesto al valor agre-
gado (IVA), el impuesto sobre la renta (ISR) o el impuesto aduanal, por ser 
los que más recursos generan. De esta forma, las entidades que no cuentan 
con infraestructura para potenciar el comercio local o el turismo depen-
den casi por completo de los apoyos que otorga la Federación. En suma, 
el centralismo fiscal tiene mucho que ver con la desigualdad social y eco-
nómica que afecta a las ciudadanas y los ciudadanos mexicanos en buena 
parte del país (IDD-Méx, 2021).

Cómo influye la cultura política 
en los niveles de democratización

De acuerdo con diferentes investigaciones realizadas entre el año 2000 
y el 2010, la cultura política mexicana se ha distinguido por tener una 
combinación de prácticas autoritarias, como el clientelismo y el corpo-
rativismo, junto con una creciente aceptación de valores democráticos, 
especialmente en el ámbito electoral, en el que han ganado terreno la plu-
ralidad y el aprecio por la competencia partidista. Sin embargo, persisten 
retos como la baja confianza en las instituciones, el limitado interés y 
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conocimiento político y una restringida participación ciudadana autónoma 
(Flores, 2011).

De acuerdo con las mediciones más recientes que realizó el INE (2016), a 
través de la Estrategia Nacional de Cultura Cívica (ENCCÍVICA) del pe-
riodo 2017-2023 y del Informe País de 2020, así como por aquella en la 
que colaboró con el INEGI (2021), Encuesta Nacional de Cultura Política 
(ENCUCI) de 2020, se aprecia que después de una década aún se mantie-
nen las mismas tendencias que marcaron los primeros años del siglo XXI 
en México en lo relativo a la cultura política. De esta forma, la mayoría de 
las ciudadanas y los ciudadanos (54%) no confía en el gobierno, lo que,  
de acuerdo con Chávez, De la Mora y Nande (2024), explica la postura de 
diversos grupos sociales que, en lugar de promover sus demandas por la 
vía institucional, se involucran en actividades políticas “disruptivas”, tales 
como las protestas con violencia física o verbal, en las que se incluyen blo-
queos, manifestaciones, huelgas, paros de labores y reclamos virulentos en 
las diferentes redes sociodigitales, lo cual refleja la frustración y la descon-
fianza acumulada.

Esa desconfianza también tiene un impacto significativo en la participa-
ción de las personas en actividades políticas, ya que solamente el 4% de la 
ciudadanía mexicana dice tener “una gran confianza” para involucrarse 
en este tipo de procesos como medio para influir en las decisiones del go-
bierno. En este sentido, alrededor del 45% de las y los ciudadanos se asume 
como apático; estas personas, en contraposición a las disruptivas, simple-
mente no están interesadas en ningún tipo de participación y no se intere-
san en las actividades del gobierno (INE, 2020).

En lo relativo a la preferencia de la democracia, tal como lo registran las 
primeras mediciones postransición democrática (2000-2010), solamente 
la mitad de los mexicanos y las mexicanas manifiestan satisfacción con 
este tipo de gobierno: 50.93% de hombres y 48.83% de mujeres, en lugar 
de un régimen autoritario. Cabe decir que la diferencia en este resultado 
muestra claramente que las mujeres siguen estando en desventaja para 
participar en el espacio público en relación con los hombres. Otro aspecto 
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que destacar sobre las mediciones de la cultura política en México es que 
el 80% de la ciudadanía se adhiere a los valores democráticos.

Dichos valores son el derecho a expresar libremente sus opiniones, el dere-
cho a elegir a sus representantes, el respeto a los derechos políticos y socia-
les, el derecho de protestar si creen que una ley es injusta, el rechazo a las 
protestas políticas de carácter violento, la libertad para criticar al gobier-
no públicamente, el que una empresa o un gobierno no sean propietarios 
de todos los periódicos y el repudio al nepotismo en los cargos públicos 
(INE, 2016). En buena medida, de acuerdo con Chávez, De la Mora y Nan-
de (2024), estas posturas son el pilar clave del funcionamiento de la demo-
cracia en México, así como el soporte de quienes tienen la convicción de 
votar o de involucrarse en los procesos electorales o en acciones de lucha 
en favor del medioambiente, de la defensa de los animales, de la igualdad 
de las mujeres y en otras causas de un importante alcance social.

Ahora bien, los datos de la Encuesta Nacional sobre Disponibilidad y Uso 
de Tecnologías de la Información en los Hogares del INEGI (2022) ob-
servan un aumento significativo en la interacción con el gobierno: pasó 
del 20.8% en 2015 al 39.1% en 2022. Es decir, la participación ciudadana 
en línea experimentó un crecimiento constante, posiblemente impulsado 
por la digitalización de servicios y plataformas gubernamentales y porque, 
además, la tecnología y los sistemas de acceso remoto se hicieron más ac-
cesibles mediante dispositivos móviles, lo cual favoreció la conveniencia 
de la interacción en línea. Sin embargo, este proceso también generó as-
pectos negativos, en la medida en que la digitalización potenció la polari-
zación y la desinformación. 

En suma, la cultura política de los mexicanos y las mexicanas presenta im-
portantes contradicciones a lo largo del periodo 2010 a 2022, los cuales re-
velan una paradoja: aunque la población mexicana valora la democracia y 
las libertades que este régimen proporciona, la desconfianza institucional 
y la apatía persisten, lo que sugiere una cultura política dicotómica y esto 
significa que las posturas en favor de la modernización política conviven 
con actitudes de tipo tradicional.
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Reflexiones finales

El debate sobre lo que significa la democracia sigue vigente, lo mismo que 
la discusión sobre cuál debe ser la responsabilidad de los gobiernos demo-
cráticos para potenciar sus cualidades como un régimen incluyente y plu-
ral. Para un grupo de teóricos, como Josep Schumpeter, Giovanni Sartori 
y Adam Przeworski, lo relevante es la organización de elecciones libres y 
generadoras de genuina competencia por el poder. En cambio, para auto-
res como Gabriel Almond, Robert Dahl, Arend Lijphart, Seymour Martin 
Lipset y Charles Tilly, entre otros, la democracia requiere de ciertas condi-
ciones de involucramiento de la sociedad, de igualdad social y económica 
para que funcione de forma óptima. La diferencia entre posturas, no sobra 
decir, se relaciona con el tipo de fenómeno que observan. 

En este sentido, los primeros sólo pretenden visualizar el proceso formal 
de la democracia, mientras que los segundos, sus alcances políticos, socia-
les y económicos. Más aún, para los formalistas, si el régimen democrático 
se mantiene pese a las desigualdades sociales y económicas entre la ciuda-
danía, eso es una muestra muy palpable de que funciona como mecanismo 
para definir el cambio ordenado de gobierno y con respeto a las opciones 
que compitieron por el poder. En cambio, para los autores que podemos 
denominar “esencialistas”, una democracia está en riesgo si existen dife-
rencias significativas en el ámbito social o económico, en virtud de que las 
personas con mayores recursos pueden utilizar su ventaja para influir en 
las decisiones de autoridad y con ello beneficiar sus intereses.

Estas posturas se reflejaron en los índices que miden la democracia a ni-
vel global y en América Latina. Para Freedom House, The Economist In-
telligence Unit, International IDEA y el Latinobarómetro, lo óptimo de un 
régimen democrático es lo electoral y la percepción ciudadana sobre la 
posibilidad de ejercer sus derechos civiles y políticos. En cambio, para el 
IDD-Lat y el IDD-Méx, la medición de la democracia debe abarcar las di-
mensiones de las instituciones políticas, de las posibilidades efectivas de 
la ciudadanía para ejercer sus derechos, además de los factores sociales 
y económicos que afectan la vida individual y colectiva de las personas. 
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También permite revisar en qué espacios territoriales o entidades federa-
tivas se concentran las dificultades para las y los ciudadanos. Más allá de 
que los resultados de ambos grupos de indicadores pueden ser muy pareci-
dos, lo valioso de la metodología del IDD-Lat es que proporciona un cono-
cimiento más puntual sobre los aspectos que afectan la vida democrática, 
lo cual genera insumos de orden académico o político-administrativo 
para atender los problemas encontrados.

Ahora bien, la cultura política de la población mexicana ha tenido un papel 
clave en el desarrollo y funcionamiento de la democracia. Según se pudo 
apreciar, después de los primeros estudios que se realizaron al respecto en 
el marco de la primera década de postransición (2000-210), las conductas 
con respecto al sistema político y a la democracia no cambiaron signifi-
cativamente en los siguientes diez años, de forma que las mexicanas y los 
mexicanos aprecian la democracia y las libertades de forma mayoritaria, 
pero también predomina la apatía y la desconfianza entre la ciudadanía.
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